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MANUAL DE FORMULACIÓN E IMPLEMENTACIÓN DE POLITICAS DE PREVENCIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO

Aprobada en Sesión de Comité de Conciliación y Defensa Judicial de 30 de agosto de 2019.
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I. INTRODUCCIÓN

Las políticas de prevención del daño antijurídico tienen sustento en el artículo 90 de la Constitución Política, según el cual, el Estado responde patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por acción o la omisión de las autoridades públicas, en los eventos en que se determine que la conducta del agente estatal sea dolosa o gravemente culposa al Estado le corresponde repetir contra éste.

De igual manera, el Decreto 430 del 30 de julio de 2018   "Por el cual se adopta el Modelo de Gestión Jurídica Pública del Distrito Capital y se dictan otras disposiciones.", define que la cultura de la Prevención del Daño Antijurídico permite identificar las acciones y/u omisiones que podrían afectar la gestión de las entidades y organismos distritales, con el fin de tomar decisiones para evitar su materialización y, que es responsabilidad de cada director del área jurídica, promover esta cultura, así como la participación en las actividades que se organicen desde la Secretaría Jurídica Distrital. 
Así mismo, la Directiva Distrital 025 del 25 de diciembre de 2018 definió los lineamientos metodológicos para la formulación y adopción de la política de prevención del daño antijurídico por parte de los Comités de conciliación de los organismos y entidades del Distrito.

Las citadas disposiciones prevén que las entidades y organismos distritales a través de los Comités de Conciliación deberán, en el marco de la cultura de la prevención del daño antijurídico, analizar de manera integral las causas que originan el daño antijurídico y proponer acciones de prevención.

En este sentido, de acuerdo con el Modelo de Gestión Jurídica Distrital para la construcción de políticas de prevención del daño antijurídico, se deben considerar los siguientes aspectos:

· Las entidades y organismos distritales desarrollarán la prevención de conductas que puedan generar una lesión ilegítima o daños a los particulares o al Distrito Capital, que en el ejercicio de la función pública lleven a la administración a responder por los perjuicios patrimoniales y/o extrapatrimoniales que se causen.
Adicionalmente, la Prevención del Daño Antijurídico hace parte de la Defensa Judicial y consiste en solucionar, mitigar o controlar la falencia administrativa o misional que genera litigiosidad. En este caso, la política de prevención del daño antijurídico debe ser proferidas por el Comité de Conciliación de la entidad u organismo distrital atendiendo los lineamientos que defina la Secretaría Jurídica Distrital.

· Las políticas que se formulen y emitan por parte de los Comités de Conciliación de las entidades y organismos distritales serán presentadas a la Secretaría Jurídica Distrital quien analizará la pertinencia de adoptarlas para el Distrito Capital.
Igualmente, de conformidad con lo previsto en el Decreto 430 de 2018, dentro de las actividades desarrolladas por las entidades y organismos distritales se deberá al momento de la prevención optar por:
· La eficiencia y eficacia en el desarrollo de las actividades misionales y/o de apoyo de la entidad mediante la elaboración de procesos y procedimientos adecuados y su observancia y aplicación.
· La orientación de las actividades jurídicas garantizando el cumplimiento constitucional y legal en la toma de decisiones cotidianas.
· La implementación de buenas prácticas en la gestión jurídica pública.
Por ende, este documento identificará los hechos generadores de daño antijurídico, las deficiencias administrativas o misionales que originan reclamaciones en contra de UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE SERVICIOS PÚBLICOS UAESP, de acuerdo con la metodología propuesta en el presente documento, para de esta forma, establecer el procedimiento a seguir para la formulación, evaluación e institucionalización de las acciones que debe adoptar para reducir los riesgos y costos de enfrentar un proceso judicial. 

Lo anterior, para contribuir a la reducción de demandas en contra de la Entidad en el mediano plazo y a la disminución en los pagos realizados por concepto de sentencias y conciliaciones, lo que redunda en el fortalecimiento de la defensa jurídica del Distrito Capital en sus diversos componentes, incluida la política de prevención del daño antijurídico. 

Por consiguiente en el presente documento se formulan políticas de prevención del daño antijurídico con el fin de evitar que con las actuaciones administrativas y la toma de decisiones en las distintas áreas y dependencias de la entidad, se puedan generar hechos que vulneren el régimen jurídico aplicable y, como consecuencia, el detrimento del patrimonio público.

II. PARTE I

CARACTERIZACIÓN DE LA ENTIDAD

La Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos UAESP, es una entidad del orden Distrital del Sector Descentralizado por Servicios de carácter eminentemente técnico y especializado, con personería jurídica, autonomía administrativa y presupuestal y con patrimonio propio, adscrita a la Secretaría Distrital del Hábitat, entidad resultante de la transformación ordenada en el Artículo 113 del Acuerdo Distrital No.257 de 2006, organizada conforme al artículo 116 del precitado Decreto.
ALCANCE 

La política de prevención del daño antijurídico de la UAESP, es aplicable a todas las dependencias de la entidad; las acciones específicas que se propongan a partir de esta esta política deberán ser promovidas y ejecutadas por las áreas donde se genere el mayor riesgo, no obstante, las demás dependencias deberán atender los lineamientos y proponer estrategias para la consolidación de una cultura proactiva de prevención del daño antijurídico, mediante la identificación y análisis los diferentes asuntos administrativos o misionales susceptibles de mejorar, en aras de no culminar con actuaciones que pongan en riesgo litigioso a la administración.

Identificación

Corresponde a la determinación de los factores de amenaza más importantes que puedan poner en riego a la administración. Esta etapa permite medir el riesgo y advertir acciones de implementación para su mitigación.

Valoración

Hace referencia a la estimación del impacto o probabilidad de que el riesgo se materialice, en estos casos se trabaja con riesgos cualificados, los cuales para un manejo deben cuantificarse.

Mitigación

Es en manejo óptimo de los riesgos, a través de estrategias, procedimientos, recursos, buenas prácticas que permitan atender no sólo los fallos adversos sino mitigar el riesgo de fallos condenatorios.

TÉRMINOS Y DEFINICIONES

Daño antijurídico

El artículo 90
 de la Carta Política consagra el principio de la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños antijurídicos que le sean imputables. En tal virtud, es responsabilidad del Estado no sólo el resultado de una actividad irregular o ilícita, sino también el ejercicio de una actuación regular o lícita, pues lo relevante es que se cause injustamente un daño a una persona.

La Corte Constitucional
, ha definido al daño como aquella lesión patrimonial o extrapatrimonial, causada en forma lícita o ilícita, que el perjudicado no está en el deber jurídico de soportar, configurándose no solo cuando el daño es el resultado de una actividad irregular o ilícita, sino también, cuando en el ejercicio normal de la función pública se causa lesión a un bien o derecho del particular, el cual no está obligado a soportar. No obstante, para que el Estado deba responder patrimonialmente, no basta con que se cause el perjuicio antijurídico sino que éste haya sido causado por alguna autoridad pública en el ejercicio de sus funciones.

Así las cosas, el Estado debe responder patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables en razón de la acción u omisión de las autoridades públicas. 

Prevención

De acuerdo con la RAE, la prevención se refiere a la preparación con la que se busca evitar, de manera anticipada, un riesgo, un evento desfavorable o un acontecimiento dañoso.

Política de prevención del daño

La política de prevención del daño antijurídico debe conllevar a la solución de problemas administrativos que generan litigiosidad e implica el uso de recursos públicos para reducir los eventos generadores de daño antijurídico, donde se identifican los hechos a prevenir y así se generen políticas de prevención en aquellos casos que generan mayor litigiosidad y pagos por la Entidad por concepto de condenas en su contra. 

MARCO LEGAL

Constitución Política

· Artículo 90 de la Constitución Política establece que el Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.

· Artículo 209 de la carta política preceptúa que: “La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones”.

Ley 446 de 1998

· Artículo 75, señala que las entidades y organismos de derecho público del orden nacional, departamental, distrital y de los municipios capital de departamento y los entes descentralizados de estos mismos niveles, deberán integrar un Comité de Conciliación, conformado por los funcionarios del nivel directivo que se designen y cumplirá las funciones que se le señalen.

Decreto 1069 de 2015

· Artículo 2.2.4.3.1.2.2, define el Comité de Conciliación como una instancia administrativa que actúa como sede de estudio, análisis y formulación de políticas sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la entidad y el artículo 2.2.4.3.1.2.5 señala que, corresponde al comité de conciliación formular y ejecutar políticas de prevención del daño antijurídico, entre otras.

Decreto Distrital 430 del 30 de julio de 2018   

· Adopta el Modelo de Gestión Jurídica Pública del Distrito Capital. Define que la cultura de la Prevención del Daño Antijurídico permite identificar las acciones y/u omisiones que podrían afectar la gestión de las entidades y organismos distritales, con el fin de tomar decisiones para evitar su materialización y, que es responsabilidad de cada director del área jurídica, promover esta cultura, así como la participación en las actividades que se organicen desde la Secretaría Jurídica Distrital. 

Directiva 025 del 25 de diciembre de 2018 

· Definió los lineamientos metodológicos para la formulación y adopción de la política de prevención del daño antijurídico por parte de los Comités de conciliación de los organismos y entidades del Distrito.

ACCIONES OBJETO DE ESTUDIO

Medios de control y/o acciones judiciales

Acción de Nulidad y Restablecimiento del derecho

La acción de nulidad y restablecimiento del derecho, se caracteriza porque se ejerce no solo para garantizar la legalidad en abstracto, sino para obtener el reconocimiento de una situación jurídica particular y la adopción de las medidas adecuadas para su pleno restablecimiento o reparación
.

Como regla general, que la acción de nulidad con restablecimiento del derecho caduca al cabo de cuatro meses contados a partir del día siguiente de la publicación, notificación, comunicación o ejecución del acto, según el caso. Empero, los actos que reconozcan prestaciones periódicas podrán demandarse en cualquier tiempo por la administración o por los interesados, pero no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe.

Acción de reparación directa

En los términos del artículo 90 de la Constitución Política, la persona interesada podrá demandar directamente la reparación del daño antijurídico producido por la acción u omisión de los agentes del Estado.

De conformidad con el inciso anterior, el Estado responderá, entre otras, cuando la causa del daño sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa imputable a una entidad pública o a un particular que haya obrado siguiendo una expresa instrucción de la misma
. 

Las entidades públicas deberán promover la misma pretensión cuando resulten perjudicadas por la actuación de un particular o de otra entidad pública.

En todos los casos en los que en la causación del daño estén involucrados particulares y entidades públicas, en la sentencia se determinará la proporción por la cual debe responder cada una de ellas, teniendo en cuenta la influencia causal del hecho o la omisión en la ocurrencia del daño.

Acción de nulidad simple

La acción de simple nulidad procede contra los actos de carácter general y particular, caso este último cuando comporte un especial interés para la comunidad y, cuando no se esté en presencia de una pretensión litigiosa. La Ley 1437 de 2011 estableció el medio de control de nulidad para los actos administrativos de carácter general y excepcionalmente previó esta misma acción contra actos administrativos de carácter particular, en los siguientes casos: 1. Cuando con la demanda no se persiga o de la sentencia de nulidad que se produjere no se genere el restablecimiento automático de un derecho subjetivo a favor del demandante o de un tercero. 2. Cuando se trate de recuperar bienes de uso público. 3. Cuando los efectos nocivos del acto administrativo afecten en materia grave el orden público, político, económico, social o ecológico. 4. Cuando la ley lo consagre expresamente. 

Controversias contractuales

El Artículo 141 del Código Contencioso Administrativo, prevé que cualquiera de las partes de un contrato del Estado podrá pedir que se declare su existencia o su nulidad, que se ordene su revisión, que se declare su incumplimiento, que se declare la nulidad de los actos administrativos contractuales, que se condene al responsable a indemnizar los perjuicios, y que se hagan otras declaraciones y condenas. Así mismo, el interesado podrá solicitar la liquidación judicial del contrato cuando esta no se haya logrado de mutuo acuerdo y la entidad estatal no lo haya liquidado unilateralmente dentro de los dos (2) meses siguientes al vencimiento del plazo convenido para liquidar de mutuo acuerdo o, en su defecto, del término establecido por la ley.

Los actos proferidos antes de la celebración del contrato, con ocasión de la actividad contractual, podrán demandarse en los términos de los artículos 137 y 138 de este Código, según el caso.

El Ministerio Público o un tercero que acredite un interés directo podrán pedir que se declare la nulidad absoluta del contrato. El juez administrativo podrá declararla de oficio cuando esté plenamente demostrada en el proceso, siempre y cuando en él hayan intervenido las partes contratantes o sus causahabientes.

Acción de repetición

Esta acción se adelanta cuando el Estado haya debido hacer un reconocimiento indemnizatorio con ocasión de una condena, conciliación u otra forma de terminación de conflictos que sean consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa del servidor o ex servidor público o del particular en ejercicio de funciones públicas, la entidad respectiva deberá repetir contra estos por lo pagado.

La pretensión de repetición también podrá intentarse mediante el llamamiento en garantía del servidor o ex servidor público o del particular en ejercicio de funciones públicas, dentro del proceso de responsabilidad contra la entidad pública.

Cuando se ejerza la pretensión autónoma de repetición, el certificado del pagador, tesorero o servidor público que cumpla tales funciones en el cual conste que la entidad realizó el pago será prueba suficiente para iniciar el proceso con pretensión de repetición contra el funcionario responsable del daño.

Acciones Constitucionales

La Constitución Política de Colombia de 1991 establece diferentes mecanismos de protección para los derechos e intereses jurídicos de la ciudadanía y les otorga una mayor participación social en defensa y representación de sus intereses particulares o comunitarios. Para el desarrollo de la política de prevención del daño, se abordará la acción de tutela, de cumplimiento, de grupo, y populares.

La Acción de Tutela es un mecanismo efectivo y rápido al alcance de cualquier ciudadano con el fin de proteger sus derechos fundamentales. 

La Acción de Cumplimiento, que puede ser formulada por cualquier persona natural o jurídica, con la finalidad de que cualquier autoridad pública o un particular cumpla con una disposición normativa o un acto administrativo. 

La Acción Popular tiene por objeto la protección de los derechos e intereses colectivos de una comunidad en caso de que una autoridad pública o un particular ocasionen un daño o amenacen con causarlo. 

La Acción de Grupo es un mecanismo que protege a una colectividad de, mínimo 20 personas, bien sea naturales o jurídicas, que hayan sufrido un perjuicio individual por una misma causa.

Procesos ordinarios

Las demandas de este grupo son aquellas que adelantan ante la jurisdicción civil o laboral ordinaria, dirigidas básicamente a solucionar controversias entre particulares. El Estado participa cuando el conflicto se debate conforme a las normas de derecho privado.

Conciliaciones extrajudiciales

El Decreto 1167 de 2016, mediante el cual se modificó el artículo 2.2.4.3.1.1.2. del Decreto 1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho señaló los asuntos susceptibles de conciliación en materia contenciosa, así:

Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de los medios de control previstos en los artículos 138, 140 y 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo.

 No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo Contencioso administrativo:

· Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario.

· Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993, salvo las excepciones específicas establecidas en la ley.

·  Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado.

 

PARTE II

METODOLOGÍA IDENTIFICACIÓN ACTIVIDAD LITIGIOSA

En ejercicio de la facultad de representación judicial y extrajudicial, conferida en el Acuerdo 01 y 04 de 2008 y 01 de 2012 del Consejo Directivo de la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos, así como las facultades otorgadas por la Resolución 092 de 2019, identificó las demandas más recurrentes para que el Comité de Conciliación y Defensa Judicial formulará las políticas de prevención del daño, bajo los siguientes criterios: 

1. Poner a consideración de toda la estructura directiva de la organización administrativa las causas que originan litigios, analizando dichas causas y el motivo de que sean frecuentes. 

2. Buscar solución a la problemática y que dicha propuesta sea implementada en la organización y particularmente por los grupos que conocen la situación que está generando dificultades. 

3. La solución propuesta debe ser objeto de discusión y consenso de las partes que puedan estar involucradas en los hechos u omisiones generadoras de daño antijurídico. 

4. La solución requiere de la existencia de cambios organizacionales y de la institucionalización de procedimientos que garanticen que no vuelva a repetirse el daño. 

Lo anterior requiere de una técnica especial fundamentada en métodos de investigación, como los siguientes: 

1) Buscar puntos que generen problemas y relacionar las posibles causas 

2) Identificar las causas y formular medidas para corregir las causas 

3) Implementar las medidas e institucionalizarlas 

Para que finalmente, la administración apruebe las medidas a través del Comité de Conciliación y Defensa Judicial
, posteriormente se implementen y finalmente se verifique si las mismas fueron las adecuadas para la prevención del daño antijurídico.  

En este sentido, con corte al 30 de junio de 2019, fueron tenidas en cuenta las acciones judiciales y extrajudiciales en las que la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos – UAESP hace parte en calidad de demandado o convocado, así como de las condenas impuestas a la entidad, y se estudiaron los diferentes hechos generadores de los riesgos, así como la verificación de precedentes jurisprudenciales (análisis del fallo), la identificación de la falla y/o error presunto.

La metodología que se llevó a cabo para el análisis de los procesos judiciales y extrajudiciales, se agotó a partir de las instrucciones dadas en la Directiva 025 de 2018
, agotándose los siguientes pasos:

1. Identificación del problema – Identificación casos reiterados o recurrentes

Para estos efectos, el Comité de Conciliación integró un grupo de trabajo conformado por cuatro (4) abogados, entres estos tres (3) contratistas y un empleado de la planta, todos con obligaciones y/o funciones en la Subdirección Legal. 

El grupo adelantó el plan de trabajo el cual fue consolidado a partir de marzo de 2019.

Del insumo base de información se tuvieron 150 procesos que van desde el año 2003 hasta la fecha, así:

	AÑO
	NRO DE PROCESOS

	2003
	2

	2005
	1

	2006
	1

	2007
	2

	2008
	10

	2009
	8

	2010
	6

	2011
	6

	2012
	9

	2013
	15

	2014
	22

	2015
	14

	2016
	12

	2017
	28

	2018
	14

	Total 
	150


Los procesos se distribuyeron entre tres abogados para adelantar el análisis de la informaciuón y en tres grupos de entrega, de acuerdo con la tipología de los procesos tal como se muestra a continuación:

	Tipología procesos
	Cuenta de Tipo de proceso
	Agrupación procesos 1
	Agrupación procesos 2
	Agrupación procesos 3

	ACCIÓN DE GRUPO
	3
	 
	 
	Abogado 1

	ACCION DE REPETICION
	2
	 
	 
	Abogado 1

	ACCIÓN DE TUTELA
	4
	 
	 
	Abogado 1

	ACCIÓN POPULAR
	12
	 
	Abogado 1
	 

	CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL
	5
	 
	 
	Abogado 1

	CONTRACTUAL
	22
	Abogado 1
	 
	 

	EJECUTIVO
	8
	 
	 
	Abogado 3

	EJECUTIVO CONTRACTUAL
	2
	 
	 
	Abogado 3

	EXPROPIACION
	25
	Abogado 3
	 
	 

	NULIDAD SIMPLE
	2
	 
	 
	Abogado 3

	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO
	10
	 
	Abogado 3
	 

	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO SUSPENSIÓN
	1
	 
	 
	Abogado 3

	ORDINARIO LABORAL
	32
	Abogado 2
	 
	 

	PROCESO PENAL
	2
	 
	 
	Abogado 2

	PROCESO PENAL LEY 906/2004 (CONTRA)
	1
	 
	 
	Abogado 2

	PROCESO PENAL LEY 906/2004 (INICIADO)
	5
	 
	 
	Abogado 2

	REIVINDICATORIO
	1
	 
	 
	Abogado 2

	REPARACION DIRECTA
	13
	 
	Abogado 2
	 

	RESTITUCION DE INMUEBLE ARRENDADO
	1
	 
	 
	Abogado 2

	SINGULAR
	3
	 
	 
	Abogado 2

	VERBAL
	1
	 
	 
	Abogado 2

	Total general 155


Para la entrega y análisis de información se tuvieron en cuenta las siguientes actividades y variables:

	ACTIVIDAD
	PRODUCTO
	RESPONSABLE
	MARZO
	ABRIL
	MAYO
	JUNIO
	JULIO
	AGOSTO

	
	
	
	semana
	semana
	semana
	semana
	semana
	semana

	
	
	
	1
	2
	3
	4
	1
	2
	3
	4
	1
	2
	3
	4
	1
	2
	3
	4
	1
	2
	3
	4
	1
	2
	3
	4

	Elaborar Plan de trabajo
	Plan de trabajo
	Grupo prevención del daño antijurídico
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Determinar los casos en los cuales el organismo o la entidad distrital ha sido condenada, las solicitudes de conciliación extra judiciales y judiciales, las reclamaciones y actuaciones administrativas que puedan llegar a generar litigiosidad
	Matriz procesos
	 Coordinador Grupo

Abogado 2
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Identificar en una matriz o ficha los casos reiterados o recurrentes
	Matriz procesos
	 Coordinador Grupo

Abogado 2
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Verificación sentencias condenatorias
	Matriz procesos
	 Coordinador Grupo

Abogado 2
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Decisiones de conciliación extrajudicial o judicial tomadas por el Comité de Conciliación
	Matriz procesos
	 Coordinador Grupo

Abogado 2
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Actividad precontractual, contractual, o pos contractual
	Matriz procesos
	 Coordinador Grupo

Abogado 2
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Valores de pagos por sentencias o conciliaciones
	Matriz procesos
	 Coordinador Grupo

Abogado 2
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Frecuencia de presentación de los casos 
	Matriz procesos
	 Coordinador Grupo

Abogado 2
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Priorizar los casos, en virtud de la cuantía como la frecuencia
	Matriz procesos
	 Coordinador Grupo

Abogado 2
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Identificar las causas y determinación de la dependencia en donde ocurre la falla 
	Matriz procesos
	 Coordinador Grupo
	 

 
	 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Identificar la causa, falla y/o error cometido
	Matriz procesos
	 Coordinador Grupo
	 
	AGRUPACIÓN PROCESOS

1


	AGRUPACIÓN PROCESOS

2
	AGRUPACIÓN PROCESOS

3
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Establecer y analizar las causas
	Matriz
	Grupo prevención del daño antijurídico
	 
	AGRUPACIÓN PROCESOS

1
	AGRUPACIÓN PROCESOS 2
	AGRUPACIÓN PROCESOS

3
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Identificar la dependencia donde ocurre la falla
	Matriz
	Grupo prevención del daño antijurídico
	 
	AGRUPACIÓN PROCESOS

1
	AGRUPACIÓN PROCESOS

2
	AGRUPACIÓN PROCESOS

3
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Identificar la dependencia donde ocurre la falla
	Matriz
	Grupo prevención del daño antijurídico
	 
	AGRUPACIÓN PROCESOS

1
	AGRUPACIÓN PROCESOS

2
	AGRUPACIÓN PROCESOS

3
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Presentación consolidado ante el Comité
	Matriz
	Grupo prevención del daño antijurídico
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Elaboración de la propuesta de la política de prevención del daño antijurídico para solucionar, mitigar o controlar la falla reflejada en el plan de acción 
	 
	Grupo prevención del daño antijurídico
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Plan de acción y medidas de mitigación
	 
	Grupo prevención del daño antijurídico
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Cronograma
	 
	Grupo prevención del daño antijurídico
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Resultados esperados
	 
	Grupo prevención del daño antijurídico
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Indicadores de medición
	 
	Grupo prevención del daño antijurídico
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Áreas responsables
	 
	Grupo prevención del daño antijurídico
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Formulación y adopción de la política de prevención del daño antijurídico 
	 
	Comité de Conciliación
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 


Análisis de las causas 

Frente a la clasificación de las causas primarias, se identificaron las demandas activas teniéndose en cuenta las demandas en las cuales hace parte la Unidad, encontrándose lo siguiente: 

	TIPO DE PROCESO
	Cuenta de Tipo de proceso
	%

	ACCIÓN DE GRUPO
	3
	2,00

	ACCION DE REPETICIÓN
	2
	1,33

	ACCIÓN DE TUTELA
	4
	2,67

	ACCIÓN POPULAR
	12
	8,00

	CONTRACTUAL
	22
	14,67

	EJECUTIVO
	8
	5,33

	EJECUTIVO CONTRACTUAL
	2
	1,33

	EXPROPIACION
	25
	16,67

	NULIDAD SIMPLE
	2
	1,33

	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO
	10
	6,67

	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO SUSPENSIÓN
	1
	0,67

	ORDINARIO LABORAL
	32
	21,33

	PROCESO PENAL
	2
	1,33

	PROCESO PENAL LEY 906/2004 (CONTRA)
	1
	0,67

	PROCESO PENAL LEY 906/2004 (INICIADO)
	5
	3,33

	REIVINDICATORIO
	1
	0,67

	REPARACION DIRECTA
	13
	8,67

	RESTITUCION DE INMUEBLE ARRENDADO
	1
	0,67

	SINGULAR
	3
	2,00

	VERBAL
	1
	0,67

	Total general
	150
	100%


A partir de la información consolidada, por tipología de procesos se agruparon los hechos y las problemáticas presentadas, lo cual se resume en la siguiente tabla:

	TIPOLOGÍA DE PROCESO
	RESUMEN DE LOS HECHOS
	PROBLEMA IDENTIFICADO

	ACCIÓN 
DE GRUPO
	-Indemnización de perjuicios por:

Sobrecostos pagados por los usuarios del servicio de aseo de Bogotá D.C., en razón de no haberse aplicado el nuevo esquema tarifario. 

-Daño ambiental ocasionado por actividad de los hornos de cremación de los cementerios.
	No hay lugar a identificar el problema, ya que los hechos de dichas acciones tienen relación con asuntos que no son competencia directa de la Unidad, teniendo en cuenta que la aplicación del esquema tarifario corresponde a los operadores de aseo. 

Lo relativo al cumplimiento de las obligaciones ambientales en los hornos crematorios de los cementerios del Distrito corresponde al concesionario, aunado lo anterior, en sentencia favorable de primera instancia se concluyó que, no se demostró la ocurrencia de un hecho dañoso, en tanto no se probó relación directa entre la operación del cementerio con la afectación de la salud de alguno de los demandantes.

	ACCIÓN DE REPETICIÓN
	-Pagos realizados por actos que son responsabilidad de Concesionarios (Falla en el servicio - accidente de tránsito).

 -Pago a funcionarios desvinculados de la Unidad de manera irregular.
	No hay lugar a establecer problema, toda vez que son acciones iniciadas por la entidad.

	ACCIÓN DE TUTELA
	-Violación del derecho fundamental al debido proceso, por no contestación de derecho de petición.

-Vulneración de los derechos a la vida y a la salud, con ocasión de la contaminación generada por el Relleno Doña Juana.

-Tutelas en contra de providencias judiciales, interpuestas por la Unidad.


	Respecto al derecho fundamental de petición no hay lugar a establecer problema, por cuanto de acuerdo con información reportada, la accionante no presentó ninguna petición ante la Unidad.

Frente a la presunta vulneración de los derechos a la vida y la salud, el problema identificado es la falta de formulación, adopción y/o ejecución de programas, proyectos y acciones tendientes a prevenir y mitigar las situaciones que se presenten con ocasión de la contaminación generada por el Relleno Sanitario Doña Juana, por parte del área de salud pública de la Unidad, de acuerdo con su competencia.

En los demás casos no hay lugar a establecer el problema, por cuanto son acciones de tutela entabladas por la Entidad.

	ACCIÓN POPULAR
	Vulneración de derechos e intereses colectivos por:

- Falta de reclamación a CODENSA por concepto de pago de mayores valores por parte del Distrito Capital.

- Residuos generados por habitantes en áreas de invasión.

- Prestación del servicio de alumbrado público en áreas privadas.

- Deficiencia en la prestación del servicio público de aseo, asumido por la EAAB.

- Residuos y escombros dispuestos en áreas prohibidas.

- Afectación a la salud de comunidades por operación del Relleno Sanitario Doña Juana.

- Afectación por implementación del nuevo esquema de recolección de basuras de Bogotá.

- Falta de tapa en un alcantarillado

- Inclusión de áreas de servicio exclusivo en aseo en el Distrito Capital.

- Puestos de ventas estacionarias de vendedores informales.

	Falta de implementación y seguimiento de acciones necesarias para el recaudo de valores adeudados por parte de los operadores. 

Falta de seguimiento y supervisión a los contratos que suscriba la entidad con los diferentes operadores para la prestación de los servicios públicos. 

Falta de seguimiento y socialización de las acciones desplegadas por la Unidad, dirigidas a mitigar la afectación ocasionada por la operación del Relleno Sanitario Doña Juana.

En los demás casos no hay lugar a la determinación del problema, dado que son temas que no le competen a la Unidad.

	CONTRACTUAL Y ARBITRAMENTO
	Procesos en contra de la Unidad:

- Nulidad acto de adjudicación de licitación por violación del principio de selección objetiva y debido proceso.

- Nulidad de liquidación unilateral de Contratos de Concesión.

- Nulidad acta de terminación anticipada de contrato, reconocimiento de perjuicios por incumplimiento contractual.

- Nulidad de liquidación unilateral por falta de competencia temporal, falsa motivación y violación del debido proceso.

- Nulidad declaratoria de siniestro por incumplimiento de Contrato de Concesión.

- Liquidación judicial de Contrato de Consultoría, por incumplimiento por parte de la UAESP.

- Incumplimiento en el pago de obligaciones (IVA en Convenio).

- Declaratoria de incumplimiento de Contrato de Arrendamiento por parte de la UAESP.

- Nulidad cláusula Contrato Interadministrativo "compra o arrendamiento de flota y equipos por la UAESP".

- Declaración de existencia de vínculo contractual y pago de saldos insolutos.

- Nulidad declaratoria de incumplimiento por vulneración de debido proceso en actuación administrativa sancionatoria.

Iniciados por la Entidad:

- Declaratoria de incumplimiento de Contrato de Concesión e imposición de multa a operador.

- Aplicación cláusula de reversión y restitución de bienes muebles e inmuebles.

- Declaratoria de liquidación judicial, incumplimiento.

- Declaratoria de incumplimiento por la no restitución y/o reversión de bienes objeto del Contrato y al manejo ambiental y sanitario.

- Reintegro por descuento Contrato de Obra.

 - Liquidación judicial por extinción del término para liquidar de común acuerdo o unilateralmente.


	Falta de aplicación estricta de las normas y principios que rigen la contratación estatal, tales como transparencia, economía, responsabilidad y el deber de selección objetiva, en los diferentes procesos contractuales iniciados por la UAESP.

Falta de seguimiento y supervisión en la ejecución y liquidación de los diferentes contratos que suscriba la Unidad.

Frente a los casos de liquidación unilateral de contratos por parte de la UAESP, aunque en varios procesos se ha obtenido un fallo favorable, es necesario implementar acciones de control y seguimiento en el procedimiento llevado a cabo para la liquidación de los diferentes contratos, tendientes a evitar reclamación por vía judicial. 



	EJECUTIVO
EJECUTIVO CONTRACTUAL
	Iniciados por la entidad:

Mandamiento de pago por:

- Liquidación unilateral Contratos de Concesión y Convenio de Asociación.

- Convenio Interadministrativo

- Pago póliza garantía de cumplimiento

En contra de la entidad:

- Incumplimiento, pagos dejados de percibir.

- Imposición de multa por incumplimiento

- Liquidación unilateral del contrato


	Teniendo en cuenta que las acciones ejecutivas son iniciadas en virtud de los procesos contractuales, el problema identificado es falta de aplicación estricta de las normas y principios que rigen la contratación pública, los cuales deben ser acatados e implementados en las diferentes etapas contractuales de los procesos adelantados por la Unidad.

	EXPROPIACIÓN
	- Adquisición de predios necesarios para ampliación de áreas de prestación de servicios misionales.

- Expropiación de inmuebles

- Servidumbres
	Si bien se trata de procesos iniciados por la UAESP y teniendo en cuenta que están encaminados al cumplimiento de las funciones misionales; se identifica que dichos procesos están generando un desgaste a la entidad, toda vez que en su mayoría son acciones que llevan entre seis y doce años aproximadamente, situación que de acuerdo con información reportada, es generada por la falta de continuidad de los apoderados de la Unidad que permita el adecuado trámite e impulso procesal que requieren este tipo de actuaciones.

	NULIDAD SIMPLE
	Solicitud de nulidad de:

- Convocatoria Concurso de Méritos para proveer definitivamente las vacantes de la planta de personal del Distrito Capital.

- Actos administrativos que dieron apertura a Licitación Pública 002 de 2017, con el objeto de concesionar las actividades de prestación del servicio de aseo, y otros expedidos por la CRA.
	En el caso de nulidad de convocatoria de concurso de méritos, no hay lugar a identificar problema, dado los actos objeto de nulidad no fueron proferidos por la UAESP.

Para el segundo caso se identifica la falta de comunicación y transversalidad entre áreas de la Unidad, para la toma de decisiones referentes a la Licitación Pública objeto de nulidad.

	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO O SUSPENSIÓN
	Solicitud de nulidad y restablecimiento del derecho por:

- Liquidación unilateral de contrato

Controversias contractuales, nulidad de actos.

- Adjudicación licitaciones públicas.

- Homologación salarial

- Reintegro laboral

- Responsabilidad fiscal de terceros

Proceso iniciado por la entidad:

- Nulidad de Resolución expedida por la Superintendencia de Industria y Comercio.
	La mayoría de procesos de Nulidad y Restablecimiento del Derecho son iniciados con ocasión de procesos contractuales, por lo cual el problema identificado es la falta de aplicación de las normas y principios que rigen la contratación pública, así como el control y supervisión de los diferentes procesos que adelante la Unidad, con el fin de prevenir reclamaciones por vía judicial.

Falta de lineamientos y directrices que deben ser aplicadas por las dependencias de la entidad en todos los procesos que lleven a cabo, de acuerdo con sus competencias, tendientes a evitar reclamaciones por vía judicial.

Frente al proceso iniciado por la entidad no hay lugar a identificar problema, por cuanto la Unidad está atacando un acto sancionatorio que considera no ajustado a la constitución y la ley.

	ORDINARIO LABORAL
	- Solidaridad patronal (trabajadores de empresas contratistas, Operadores)  

- Declaración de contrato realidad

- Reconocimiento de horas extras, prestaciones sociales e indemnizaciones por falta de pago.

- Indemnización por accidente de trabajo
	Falta de seguimiento, control y supervisión al cumplimiento de las diferentes clausulas estipuladas en los contratos que suscribe la Unidad con los diferentes operadores.

No hay lugar a identificar problemas adicionales, toda vez que la Unidad es ajena a las relaciones laborales de quienes contratan con ella, en donde se pactan cláusulas de indemnidad laboral. 

	PENAL
	Iniciados por la Unidad:

- Peculado por apropiación, anticipo Contrato de Obra.

- Falsedad en documento público (Certificaciones de pagos parafiscales)

- Contaminación ambiental (tratamiento de lixiviados del Relleno Sanitario Doña Juana - Contrato de Concesión)

- Falsedad en documento privado en Contratos.

- Hurto

- Interés indebida en la celebración de Contratos y peculado por apropiación a favor de terceros.
	La mayoría de los procesos penales son derivados de acciones contractuales, por lo cual se evidencia la falta de control y gestión por parte de los supervisores de los Contratos y la carencia de adopción de mecanismos tendientes a evitar conductas punibles por parte de los Contratistas.

A su vez, de la información reportada se evidencia la falta de acciones oportunas por parte de la entidad, para interponer las diferentes denuncias penales.

	REIVINDICATORIO
	Reivindicación de bien inmueble (Fiscalía dejó sin efecto los títulos mediante los cuales el Distrito Capital adquirió el predio, por falsedad en documento).
	Falta de transversalidad entre las áreas de la entidad para la toma de decisiones y la carencia de mecanismos tendientes a prevenir la acción. 



	REPARACIÓN DIRECTA
	Declaratoria de Responsabilidad por:

- Expropiación de bienes inmuebles

- Adquisición de predios aledaños a cementerios.

- Falla en el servicio: reparación de daño por accidente de tránsito, falta de señalización en vía pública, caída de un árbol sobre un vehículo, accidente de tránsito vinculado con Operador, causa muerte a un motociclista.

- Enriquecimiento sin causa por no pago de servicio de vigilancia.

- Reintegro de suma pagada por afectación de la garantía única de cumplimiento de Contrato.

- Pago de obras civiles en predios del relleno sanitario Doña Juana.

- Indemnización perjuicios por no posesión en un empleo (nombramiento provisional).
	
Falta de una posición uniforme de la entidad para atender los requerimientos en los cuales el particular considera que se le generó un daño.

Falta de fijación de criterios y lineamientos entre las diferentes áreas de la Unidad para la toma de decisiones.

Falta de control y supervisión de las Obras en proceso que adelanta la Unidad, que permita identificar los peligros que se puedan generar con las mismas. 

Fijación de políticas y lineamientos para el impacto y consecuencias generadas en los procesos de expropiación adelantados por la Unidad.

Determinación de criterios y procedimientos con las aseguradoras que sean efectivas para la desvinculación de la UAESP en esta clase de responsabilidades.

Frente al proceso por la no posesión en un empleo, se evidencia falencias de carácter administrativo y legal en el procedimiento llevado a cabo para el nombramiento y posesión en un empleo público.

	RESTITUCIÓN DE INMUEBLE ARRENDADO
	Restitución de inmueble arrendado para el desarrollo de la actividad de selección de material y pesaje, contratista requiere que la UAESP realice arreglos locativos al local por daños ocasionados por recicladores.
	Falta de supervisión en la ejecución del contrato de arrendamiento por parte de la Subdirección de Aprovechamiento de la entidad.



	SINGULAR
	Proceso ejecutivo singular iniciados por la entidad por:

- Incumplimiento de Contratos de Obra y Concesión.
	Falta de control y supervisión de los diferentes contratos que suscribe la UAESP, tendientes a garantizar el cumplimiento de las obligaciones y evitar que la entidad tenga que iniciar procesos ejecutivos derivados de incumplimiento.

	VERBAL
	Indemnización de perjuicios con ocasión de procesos de Responsabilidad Fiscal iniciados por la Contraloría General de la República, contra LIME S.A., ASEO CAPITAL S.A., ATESA S.A. y contra algunos funcionarios de la UAESP.
	Determinación de criterios y lineamientos efectivos con las aseguradoras, para la desvinculación de la UAESP en esta clase de procesos.



	CONCILIACIONES EXTRAJUDICIALES
	En contra de la entidad:

- Indebida adjudicación de Licitación Pública.

- Responsabilidad administrativa por accidentes de tránsito.

- Incumplimiento de contrato

- Compra de predios para ampliación de cementerio.

- Nulidad Contrato Convenio de Asociación

- Indemnización de perjuicios ocasionados por la demolición de osarios Cementerio Sur.

- No liquidación de Convenio de Asociación.

- Pago impuesto del IVA a Codensa.

- Incumplimiento de Contrato de Arrendamiento.

- Pago de pólizas

Iniciados por la entidad:

- Liquidación Convenio de Asociación.

-Nulidad acto administrativo Contratos de Concesión y Convenio de Asociación.

- Revocatoria Resoluciones expedidas por la Superintendencia de Industria y Comercio, que imponen sanciones por presunta violación al régimen de competencia.


	No hay lugar a establecer problema, dado que, de acuerdo con información reportada, en las solicitudes ya se surtió la etapa de conciliación extrajudicial, y no se encontraron hechos o medios probatorios que permitan inferir responsabilidad de la Unidad, por lo tanto, no se concilió.


Igualmente, se adelantó el filtro de las diferentes conciliaciones extrajudiciales convocadas, así:

	ESTADO CONCILIACIÓN
	Nro. De procesos

	ACTA DE CONCILIACIÓN
	2

	AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN FALLIDA
	1

	REPARTO DEL PROCESO
	18

	SUSPENSIÓN DE AUDIENCIA
	1

	Total general
	22


Así mismo, de acuerdo con los hechos generadores del riesgo y teniendo en cuenta el tipo de acción o medio de control respectivo, se procedió a realizar la identificación de los problemas para lo cual se adelantaron mesas de trabajo del grupo de daño antijurídico, en las sesiones de  reunión se trabajó a partir de la agrupación de los procesos, la verificación de los hechos generadores, si las actuaciones erar reiteradas, y si las acciones tenían relación con asuntos de competencia directa de la Unidad, con lo cual se determinó la priorización de las causas.

En este sentido, de conformidad con lo establecido en el Decreto 430 de 2018 y la Directiva
 025 de 2018, la Política de Prevención del Daño Antijurídico hace parte de la defensa judicial de las entidades y organismo distritales, y está encaminada a solucionar, mitigar o controlar las falencias administrativas y misionales que generan litigiosidad, a través de la adopción y ejecución efectiva de políticas que permitan prever y evitar posibles reclamaciones y demandas.

Del análisis realizado acerca del tipo de acción, hechos generadores de los procesos e identificación de problemas, se encontraron principalmente los siguientes factores:
· Respecto de las acciones de tutela y de grupo, se considera necesario formular, adoptar y/o ejecutar programas, proyectos y acciones tendientes a prevenir y mitigar las situaciones que se presenten con ocasión del cumplimiento de las normas ambientales por el operador del Relleno Sanitario Doña Juana.
· Para mitigar el riesgo de los procesos laborales ante la jurisdicción ordinaria, es necesario implementar acciones y procedimientos para el recaudo de valores adeudados a terceros por parte de los concesionarios de la prestación de los servicios públicos a cargo de la UAESP, en aquellos casos donde el trabajador demanda a la UAESP en solidaridad.

· Aplicación estricta de las normas y principios que rigen la contratación, tales como transparencia, economía, responsabilidad y el deber de selección objetiva, en los diferentes procesos contractuales iniciados por la UAESP.

· Control y supervisión en la etapa de ejecución y liquidación de los diferentes contratos que suscriba la Unidad para la prestación de los servicios públicos y demás a su cargo. 

· Unificación de posiciones, lineamientos y criterios jurídicos al interior de la Entidad.

· En cuanto a los procesos de expropiación, se identificó que han generado un desgaste a la entidad, por cuanto son acciones que llevan entre seis y doce años aproximadamente, situación que, de acuerdo con información reportada se dio por falta de lineamientos en la política de defensa que se debía cumplir.

· En el análisis realizado se identificó que en su mayoría las acciones están relacionadas con los procesos contractuales que adelanta la UAESP, por lo cual se deben adelantar acciones para establecer directrices, lineamientos, procesos y procedimientos que deben ser aplicados por las diferentes dependencias que participan en los procesos, tendientes a evitar reclamaciones por vía judicial, que degastan el correcto funcionamiento de la Entidad.

PROPUESTA POLÍTICAS

Con el fin de mitigar y controlar los hechos generadores del daño que fueron identificados, se considera la necesidad de actualizar la política, para lo cual se consolidan las causa, la política y las acciones para mitigar el riesgo.

	CAUSAS
	POLÍTICA
	ACCIONES Y MEDIDAS DE MITIGACIÓN

	Necesidad de formular, adoptar y/o ejecutar programas, proyectos y acciones tendientes a prevenir y mitigar las situaciones que se presenten con ocasión del cumplimiento de las normas ambientales por el operador del Relleno Sanitario Doña Juana.

	Fortalecer la aplicación del principio de coordinación armónica para el cumplimiento de las normas ambientales.
	Acciones conjuntas entre el área responsable, el concesionarios y la interventoría.

Verificar los requerimientos de los órganos de control y atención de los planes de acción.

	Implementación de acciones y procedimientos necesarios para el recaudo de valores adeudados a terceros por parte de los concesionarios de la prestación de los servicios públicos a cargo de la UAESP.


	Mejorar y optimizar la gestión contractual de la UAESP
	Precisar el alcance de la cláusula de indemnidad en los contratos, frente a cualquier cobro que los terceros puedan solictar o demandar. Revisar si las garantías cubren eventuales demandas. Consultar al corredor de seguros si se pueden tener pólizas por daño de terceros.

	Aplicación estricta de las normas y principios que rigen la contratación, tales como transparencia, economía, responsabilidad y el deber de selección objetiva, en los diferentes procesos contractuales iniciados por la UAESP.
	Mejorar y optimizar la gestión contractual de la UAESP.
	Capacitación a los funcionarios de la entidad, en donde se aplique  de forma casuística las normas y principios que rigen la contratación estatal, tales como transparencia, economía, responsabilidad y deber de selección objetiva, en los diferentes procesos contractuales iniciados

	Control y supervisión en la etapa de ejecución y liquidación de los diferentes contratos que suscriba la Unidad para la prestación de los servicios públicos y demás a cargo de la UAESP.
	Mejorar y optimizar la gestión contractual de la UAESP.
	Revisar y ajustar en el manual de contratación de UAESP un procedimiento que se enfoque en la realización de control y supervisión en la etapa de ejecución y liquidación de los diferentes contratos

	Unificación de posiciones, lineamientos y criterios jurídicos al interior de la Entidad.
	Fortalecer el proceso de PQRS
	Capacitar a los servidores en PQRS

	En los procesos de expropiación, se identificó que han generado un desgaste a la entidad, por cuanto son acciones que llevan entre seis y doce años aproximadamente, situación que, de acuerdo con información reportada se dio por falta de lineamientos en la política de defensa que se debía cumplir
	Mejorar y optimizar la defensa judicial de la UAESP.
	Incorporar obligación específica en los contratos de prestación de servicios, donde se establezca que los apoderados deberán dar cumplimiento y adelantar la defensa atendiendo el proceso de representación judicial y extrajudicial que adopte la UAESP.

	En el análisis realizado se identificó que en su mayoría las acciones están relacionadas con los procesos contractuales que adelanta la UAESP, por lo cual se deben adelantar acciones para establecer directrices, lineamientos, procesos y procedimientos que deben ser aplicados por las diferentes dependencias que participan en los procesos, tendientes a evitar reclamaciones por vía judicial, que degastan el correcto funcionamiento de la Entidad.
	Mejorar y optimizar la gestión contractual de la UAESP.
	Capacitación a los funcionarios de la entidad, en donde se aplique  de forma casuística las normas y principios que rigen la contratación estatal, tales como transparencia, economía, responsabilidad y deber de selección objetiva, en los diferentes procesos contractuales iniciados, de cara a evitar el daño antijurídico.


PLAN DE ACCIÓN

Adoptar como política de prevención del daño antijurídico a implementar a partir del año 2019, las medidas y actividades aprobadas por el Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la entidad, orientadas a mejorar y optimizar la gestión contractual y de defensa judicial de la UAESP.
· Establecer como lineamiento a partir de la fecha de aprobación de la política, en relación con los contratos con los concesionarios que prestan los servicios públicos a cargo de la UAESP, lo siguiente:

· Precisar el alcance de la cláusula de indemnidad en los contratos, frente a cualquier cobro que los terceros puedan solicitar o demandar.

·  Verificar que las garantías cubran eventuales demandas. 

· Consultar al corredor de seguros si se pueden tener pólizas por daño de terceros.

· Presentar dentro del mes siguiente a la aprobación de la política, un plan de trabajo conjunto entre el área responsable, los concesionarios y la interventoría, para determinar un plan de acción que atienda cumplimiento de las normas ambientales por el operador del Relleno Sanitario Doña Juana.
· Establecer a partir del Plan Institucional y de Capacitación 2020 que en la inducción y reinducción que la UAESP, se incorporé un capítulo general sobre el proceso de gestión contractual; su objeto, principios, importancia dentro de las actuaciones administrativas. El documento deberá ser orientado por el área encargada de la contratación en coordinación las áreas competentes que determine el sistema integrado de gestión. 
Adicionalmente, los jefes de las áreas deberán instruir a los servidores o responsables de prestar apoyo a la supervisión de contratos sobre el objeto, oportunidad, competencia, gestión y responsabilidades del supervisor según corresponda, siempre que estén relacionados con el desarrollo de sus funciones u obligaciones.

· Dentro del Plan Institucional de Capacitación anual, se incluya y priorice temas de capacitación específica teórica-práctica, en régimen contractual dirigida a los funcionarios que intervienen en las etapas de planeación, estructuración, ejecución, supervisión y liquidación de los contratos.

IMPLEMENTACIÓN Y CUMPLIMIENTO

Para la implementación y cumplimiento de las acciones dispuestas en la presente política, el Comité de Conciliación y Defensa Judicial, en ejercicio de sus funciones dinfundirá las políticas implementadas a través de  el Grupo de Comunicaciones de la Unidad. 

La aplicación y resultados de las actividades desarrolladas por cada una de las áreas responsables deberán quedar documentadas, con el fin de que puedan ser evaluadas, para determinar el impacto en su ejecución, por parte del Comité de Conciliación y Defensa Judicial.

Es deber de todos los funcionarios de las áreas involucradas colaborar en la ejecución de la política de prevención de daño antijurídico.

METAS, SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN DE LA POLÍTICA.

Las metas para el cumplimiento de la política de prevención del daño antijurídico serán establecidas de manera participativa entre los diferentes actores y/o áreas y deberán articularse con los planes establecidos en cada proceso . 

La política deberá ser evaluada anualmente, para revisar los resultados de su gestión y nivel de cumplimiento e implementación; una vez las áreas correspondientes detallen sus planes de acción, el Comité de Conciliación establecerá los indicadores y acciones, para hacer seguimiento y control participativo a la misma, y redactará los ajustes periódicos para incorporar las variaciones en el contexto y los resultados de los ejercicios anuales de evaluación.
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	Se actualizó la política a partir de la metodología establecida en la Directiva 025 del 25 de diciembre de 2018 que definió los lineamientos para la formulación y adopción de la política de prevención del daño antijurídico por parte de los Comités de conciliación de los organismos y entidades del Distrito.
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� ARTICULO   90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste. 


� Sentencia C-100 de 2001 Corte Constitucional


� Sentencia 426 de 2002 Corte Constitucional


� Fallo Consejo de Estado, Rad. No.: 250002325000201201393 01 (2370-2015), febrero de 2018


� Sentencia C- 644 de 2011


� Artículo 16. Decreto 1716 de 2009 compilado en el Decreto 1069 del 26 de mayo de 2015. Comité de Conciliación. El Comité de Conciliación es una instancia administrativa que actúa como sede de estudio, análisis y formulación de políticas sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la entidad. Igualmente decidirá, en cada caso específico, sobre la procedencia de la conciliación o cualquier otro medio alternativo de solución de conflictos, con sujeción estricta a las normas jurídicas sustantivas, procedimentales y de control vigentes, evitando lesionar el patrimonio público. La decisión de conciliar tomada en los términos anteriores, por sí sola, no dará lugar a investigaciones disciplinarias, ni fiscales, ni al ejercicio de acciones de repetición contra los miembros del Comité. Artículo 19. Funciones. El Comité de Conciliación ejercerá las siguientes funciones:1. Formular y ejecutar políticas de prevención del daño antijurídico. 3. Estudiar y evaluar los procesos que cursen o hayan cursado en contra del ente, para determinar las causas generadoras de los conflictos; el índice de condenas; los tipos de daño por los cuales resulta demandado o condenado; y las deficiencias en las actuaciones administrativas de las entidades, así como las deficiencias de las actuaciones procesales por parte de los apoderados, con el objeto de proponer correctivos.


� Definió los lineamientos metodológicos para la formulación y adopción de la política de prevención del daño antijurídico por parte de los Comités de conciliación de los organismos y entidades del Distrito.


� Definió los lineamientos metodológicos para la formulación y adopción de la política de prevención del daño antijurídico por parte de los Comités de conciliación de los organismos y entidades del Distrito
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